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Expediente Tribunal Administrativo del Deporte núm. 54/2023 TAD. 

 

 

En Madrid, a 24 de marzo de 2023, se reúne el Tribunal Administrativo del 

Deporte para conocer y resolver la solicitud de suspensión cautelar formulada por d. 

XXX en su condición de presidente del club deportivo XYZ en el recurso presentado 

contra la resolución de Juez de apelación de la RFEF de 16 de marzo de 2023 por la 

que se confirma la resolución del Juez único de competición de 13 de febrero de 2023 

que impone una sanción de 250 euros. 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

UNICO. – Con fecha 22 de marzo de 2023 se ha interpuesto el recurso señalado en el 

encabezamiento de esta resolución contra la imposición de una sanción de 250 euros. 

En su recurso, la entidad recurrente solicita la suspensión cautelar de la sanción y, en 

relación con el posible periculum in mora se limita a señalar: 

 

Por último debe manifestarse que con la adopción de la medida cautelar solicitada no 

se causa ningún perjuicio a terceros si no que únicamente se paraliza la imposición de 

sanciones por parte de la RFEF en base a una presentar obligación que resulta 

inexistente si se analiza la normativa que resulta de aplicación.(pág. 6 del recurso). 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO. - El Tribunal Administrativo del Deporte es competente para 

conocer este recurso con arreglo a lo establecido en el artículo 84.1 a) de la Ley 

10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, y en los artículos 6.2 c) y f), y 52.2 del Real 

Decreto 1591/1992, de 23 de diciembre, sobre Disciplina Deportiva, así como en el 

artículo 1.a) del Real Decreto 53/2014, de 31 de enero, por el que se desarrolla la 

composición, organización y funciones del Tribunal Administrativo del Deporte. 

SEGUNDO. - El recurrente está legitimado activamente para plantear este 

recurso, por ser titular de derechos e intereses legítimos afectados por ella, en los 

términos exigidos por el artículo 33.4 del Real Decreto 1591/1992.  

TERCERO.- De conformidad con lo dispuesto en el art. 81 de la Ley 10/1990, 

de 15 de octubre, del Deporte, las sanciones impuestas a través del correspondiente 

expediente disciplinario serán inmediatamente ejecutivas sin que las reclamaciones y 

recursos que procedan contra las mismas paralicen o suspendan su ejecución, todo ello 

sin perjuicio de las facultades que corresponden a los órganos disciplinarios de las 

distintas instancias de adoptar, a instancia de parte, las medidas cautelares que estime 

oportunas para el aseguramiento de la resolución que, en su día, se adopte. 
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Como señala el Tribunal Supremo, en su Auto de 12 de julio de 2000, la 

adopción de medidas cautelares durante la sustanciación del proceso forma parte del 

derecho a la tutela judicial efectiva que reconoce el artículo 24.1 CE. En este precepto 

tiene su engarce y dimensión constitucional la llamada justicia cautelar, porque la 

potestad jurisdiccional no se agota en la declaración del derecho, sino que se consuma 

en la consecución del derecho declarado, lo que presupone la facultad de adoptar las 

medidas o garantías precisas a fin de preservar la eficacia de lo resuelto. 

A la vista de estas consideraciones, para la resolución de la medida cautelar 

solicitada es necesario partir de la concurrencia del primer requisito que exige la 

jurisprudencia, esto es, el llamado periculum in mora, que concurre cuando la 

inmediata ejecución del acto impugnado haría perder su finalidad y sentido al recurso, 

por consolidar una situación fáctica irreparable o por ocasionar perjuicios de muy 

difícil enmienda. Este requisito ha de ser invocado y probado por la parte recurrente 

que pretende la paralización de dichas actividades, no bastando meras alegaciones o 

simples indicios, sino que es necesaria una prueba cumplida de los daños y perjuicios 

invocados (Auto del Tribunal Supremo de 3 de junio de 1997). 

En tal sentido debe precisarse, pues y acordemente a la jurisprudencia, que el 

requisito de periculum in mora consiste en el peligro de un daño jurídico urgente y 

marginal derivado del retraso de la resolución definitiva. Es necesario que el 

solicitante justifique el periculum, es decir, que se acredite que en el caso concreto 

puedan producirse daños de imposible o difícil reparación durante la pendencia del 

proceso. De modo que «(...) la existencia del peligro de mora, requisito esencial para 

la adopción de la medida cautelar solicitada, se configura con un carácter objetivo, 

como una probabilidad concreta de peligro para la efectividad de la resolución que se 

dicte, no en términos subjetivistas de creencia o temor del solicitante en la existencia 

del peligro» (Auto del Tribunal Supremo de 3 de mayo de 2002). 

En el supuesto que aquí nos ocupa, la entidad recurrente no recoge ningún argumento 

sobre el periculum in mora que le produciría pagar la sanción de 250 euros, más allá 

de alegar un aparente fumus boni iuris y que considera que su ejecución no perjudica a 

nadie. 

De conformidad con los preceptos citados, interesa la suspensión del acto impugnado 

por los perjuicios irreparables que originaría a esta parte su ejecución, dado que de 

ejecutarse la resolución se afectaría a la finalidad legítima del recurso, pues teniendo 

en cuenta el tiempo necesario para dictar Resolución, en función de la tramitación del 

presente proceso administrativo sancionador y en atención a las circunstancias 

objetivas y subjetivas que concurren en el presente caso, donde tiene que continuar la 

actividad deportiva y la competición de la A.C.B., se acredita la existencia de un 

periculum in morae que haría totalmente ineficaz la resolución estimatoria que se 

pudiera dictar.  

Las alegaciones formuladas adolecen de una justificación concreta de los perjuicios 

que pudieran causarles la inmediata ejecución de la resolución sancionadora, lo cual 

resulta contrario al criterio jurisprudencial asentado sobre este particular.  
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En este sentido, es reiterada jurisprudencia, (entre otros muchos casos, Auto del 

Tribunal Supremo de 3 de junio de 1997) la que señala que el llamado periculum in 

mora concurre cuando la inmediata ejecución del acto impugnado haría perder su 

finalidad y sentido al recurso, por consolidar una situación fáctica irreparable o por 

ocasionar perjuicios de muy difícil enmienda, como se ha dicho. De tal manera que 

este requisito ha de ser invocado y probado por la parte recurrente que pretende la 

paralización de dichas actividades, no bastando meras alegaciones o simples indicios, 

sino que es necesaria una prueba cumplida de los daños y perjuicios invocados (Auto 

del Tribunal Supremo de 3 de junio de 1997).  

En aplicación de dicha doctrina, únicamente podrá acordarse la adopción de la medida 

cautelar de suspensión de la resolución si el recurrente justifica los presupuestos 

legales habilitantes para ello, cuestión que no se cumple en el presente supuesto en lo 

que respecta al requisito de la justificación del periculum in mora.  

En consecuencia, y en aplicación del criterio mantenido por este Tribunal en supuestos 

similares (por todas, ver las recientes Resoluciones 30/2021 y 251/2021 TAD), al no 

existir alegación alguna sobre el retraso en la demora, procede desestimar la solicitud 

de suspensión. 

  En su virtud, este Tribunal Administrativo del Deporte  

 

ACUERDA 

DENEGAR la solicitud de suspensión cautelar formulada por d. XXX en su 

condición de presidente del club deportivo XYZ el el recurso presentado contra la 

resolución de Juez de apelación de la RFEF de 16 de marzo de 2023 por la que se 

confirma la resolución del Juez único de competición de 13 de febrero de 2023 que 

impone una sanción de 250 euros. 

 

La presente resolución es definitiva en vía administrativa, y contra la misma 

podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado Central de lo 

Contencioso-Administrativo, con sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde su 

notificación.  

 

EL PRESIDENTE      EL SECRETARIO  

 

                                 


